Las medidas de protección integral y el consentimiento informado como paradigmas en el proceso de adopción instituidos por la reciente legislación en la materia en la provincia de Misiones. 
El proceso de adopción: evaluación interdisciplinaria obligatoria y previa.
El registro de adoptantes: impacto de las nuevas leyes provinciales.
Objeto de la ponencia: Con el presente trabajo pretendo señalar tres cuestiones de relevancia en el proceso de guarda con fines adoptivos, instituidos por la C.D.N., las leyes en materia de infancia y la numerosa jurisprudencia en la materia, y que fueran recientemente receptados por las normas vigentes actualmente en la Provincia de Misiones, con el propósito, no solo de su registro institucional, sino del análisis y observación en el tiempo, a fin de medir los resultados, y proponer las modificaciones pertinentes, si así surgieren de la la práctica diaria. 

Importancia y necesaridad de la evaluación: Creo que es de vital importancia efectuar un seguimiento continuo y permanente de la aplicabilidad de las normas, ya que los intereses en juego en el instituto de la adopción ameritan la observación y el monitoreo permanente de éstas, sobre todo considerando que en función de las mismas, resolverá el operador judicial, y del buen resultado de las medidas en análisis, dependerá el futuro de un niño y su familia, sea ésta la que en definitiva resulte.

El proceso de adopción: 
En el mes de Noviembre de 2009 se sancionaron en la Provincia de Misiones dos leyes relacionadas al régimen de las adopciones que establecen el trámite a aplicarse en las todas jurisdicciones del territorio provincial;   

· la ley 4523/09 que establece el proceso de guarda con fines adoptivos, y de adopción en la provincia de Misiones; y 

· la ley 4524/09 que modifica la ley anterior que creaba el registro de aspirantes a guardas con fines adoptivos.

En cuanto al proceso de guarda las normas incorporan, entre otros,  dos paradigmas del derecho de familia ya consagrados en la legislación nacional vigente, y receptados por la jurisprudencia; 1) las medidas de protección integral, y 2) el consentimiento informado, 3) la labor activa del equipo interdisciplinario, que tienden, a consolidar el estándar del interés superior del niño, consagrado en los arts. 3,  y  21 de la C:D.N., con el objeto de:

· resolver el tan difícil problema de la pobreza directamente vinculado a la niñez abandonada, 

· establecer el proceso de guarda, unificando el trámite en todas las jurisdicciones provinciales, 

· desestigmatizar a la provincia en relación al tema de adopciones, 

· por último y el mas importante, vincular los derechos de los niños con los derechos de la mujer a la luz de la nueva legislación vigente en el mundo y en el país.

Las medidas en analisis
    Con el objeto de analizar los puntos de importancia antes individualizados, comenzaré por el último señalado, ya que entiendo que sin la tarea del equipo o gabinete interdisciplintario no puede el juez o el operador judicial determinar las otras dos, es decir, si no cuenta con toda la tarea previa de los profesionales que analizarán el contexto de la familia, no pueden adoptarse las medidas de protección integral, ni mucho menos obtener el consentimiento informado de los progenitores para que la adopción arribe a buen puerto.    
a) Evaluacion interdisciplinaria previa y obligatoria
                  En todos los casos en que un juez deba resolver sobre el otorgamiento de una guarda preadoptiva de un niño, ya sea por que se ha decretado el estado de adaptabilidad o ante la manifestación voluntaria de los progenitores de entrega de un niño en guarda con miras a la adopción, el art. 8 de la Ley 4523, impone al juez la obligación de  disponer la inmediata intervención del equipo interdisciplinario, a fin de indagar con éstos y la familia ampliada  obtener las motivaciones que los llevaron a tomar la decisión. También recae entre las tareas asignadas al equipo interdisciplinario sugerir a los progenitores las terapias o recursos que se encuentren a su disposición a los fines de superar las motivaciones débiles o prematuras, y asistirlos  sobre los trámites y procedimientos ante las autoridades competentes, con miras a la obtención de ayudas para la subsistencia y crianza del menor si la carencia de ellos fuere la motivación.

                La importancia de la evaluación del equipo interdisciplinario radica, a mi modo de ver en dos cuestiones;

a.1.-  la determinación de los motivos que tuvieron estos padres para la entrega en adopción, y por sobre todo verificar si estos, están debidamente acreditados, o si existe posibilidad de que la decisión pueda ser revertida, ya sea por los mismos progenitores, o por la familia ampliada; y

a.2.- constituir el basamento de la decisión del juez. Del dictamen correspondiente el juez podrá entonces, mas allá de la aplicación del derecho vigente al caso, hacer efectivo el paradigma del interés superior. Solo con el asesoramiento producto de una real aproximación a la familia, podrá encontrarse la solución mas efectiva.

b) Medidas de protección integral
                    La Corte Suprema de Justicia en distintos fallos referidos a cuestiones de restitución de niños entregados en adopción, ha recomendado la realización de medidas tendientes a la protección del principio liminar establecido en lel art. 21 de la CDN, que tiene que ver con el derecho del niño a crecer en el seno de su familia, pero estas medidas que el juez tiene la obligación de tomar, no se agotan con su disposición, sino que van mas allá de la decisión judicial, ya que deben continuar en la etapa de mantenimiento del vínculo. Por eso la integralidad de las medidas que ahora la legislación impone obligatoriamente. Se trata de que las mismas abarquen, todo el espectro familiar del niño, antes de la toma de decisión, durante la misma y entiendo, que deberían extenderse hasta que el proceso de revinculación se encuentre agotado.

                    En la provincia estas medidas de protección, se encuentran también previstas en la ley 3820 del Niño, Niña y Adolescente, y  ahora han sido acogidas por las leyes en análisis, en punto a cumplir con el mandato constitucional.         
          Se deben disponer obligatoriamente antes de resolver sobre la situación del niño, y tienden a la ubicación e identificación de los progenitores y de la familia biológica ampliada, con el objeto de articular el mecanismo de intervención del equipo interdisciplinario que  de deberá determinar la posibilidad de mantener al menor en su familia de origen.

           Se establecen todas las audiencias que sean necesarias a fin de que el juez tome contacto personal con la familia y a su vez la familia interactúe y analice la decisión adoptada con la ayuda de los técnicos y especialistas del equipo interdisciplinario. El juez no puede tomar ninguna media de protección integral que disponga la permanencia  o no del niño en el hogar de origen, o en el de terceras personas, sin la evaluación y dictamen previo de este equipo interdisciplinario.    
             Si no pudiesen superarse las medidas adoptadas, para el caso que corresponda, el equipo interdisciplinario vuelve a intervenir en el proceso de guarda propiamente dicho y el posterior e adopción.

             Se establece un plazo máximo de duración de todo el proceso de guarda preadoptiva, debiendo todas las audiencias llevarse a cabo en un plazo máximo de diez (10) días, con la participación del equipo interdisciplinario.

            En todo el trámite que requiere de alguna medida de protección integral, se deben articular los mecanismos previstos en la ley provincial de protección del niño, niña y adolescente (Ley 3820/03).

c) Consentimiento informado: 
                      El art. 8, 5º) párrafo de la Ley 4523, establece que el juez en oportunidad de la audiencia a la que comparezcan los progenitores de un menor, a fin de manifestar su voluntad de entregarlo en guarda con fines adoptivos, debe informarles sobre los efectos de la adopción, indagar sobre los motivos por los cuales pretenden dar a su hijo en adopción y dejar constancia del estado en que se encuentra el menor.    

                   Superado el supuesto conflicto entre la autonomía de la voluntad de los padres biológicos y el orden  público(1)
  a la hora de resolver las cuestiones inherentes a las madres en conflicto con su maternidad, y la decisión de entregar un niño en adopción, no pretendo tampoco realizar un análisis filosófico de este concepto, que por otra parte también ha sido extensa y suficientemente abordado por la doctrina, 
 pero si, señalar la importancia de concretar en la práctica el cumplimiento de las normas en análisis que recogen la manda constitucional establecida en el art. 21 de la C.D.N, y lo establecido por el art. 317, inc. a) del C.C. , cuando establecen que quienes toman tamaña decisión se encuentren debidamente asesoradas en relación a sus derechos, el de su hijo, el de quienes en definitiva lo recibirán como tal, los alcances y efectos de la decisión tomada, ya sea en sus vidas y en de todos los involucrados, como también las implicancias sociales que ello implica .  

                            Compartiendo el análisis de las diferentes aristas señaladas en el trabajo antes referenciado por Marisa Herrera, en el que marca algunas cuestiones que merecen amplio debate, como ser el vicio del consentimiento en el estado puerperal, el consentimiento informado en los progenitores menores de edad, y las carencias socio económicas como causal de entrega,
 a las que podrían sumárseles otras como ser, el numero de hijos que deben mantener, la soledad en la crianza de éstos, (familias monoparentales), el abandono de los mismos para salir a trabajar, el sometimiento al que exponen a los hijos mayores para sobrevivir, y el deseo de superación que secretamente anhelan para sus hijos; hacen que estas madres se encuentren bajo un nivel de presión tan fuerte, que indudablemente deben ser considerados a la hora de concretar efectivamente este concepto,  por lo que celebro la requisitoria legal de la consulta previa y obligatoria de los equipos interdisciplinarios para llevar a la práctica y concretar el asesoramiento debido a fin de obtener el consentimiento de forma real y efectivo. 
                      En todo el proceso de guarda,  y aun antes mientras se analiza la posibilidad de instrumentar alguna medida de protección integral el equipo interdisciplinario y el juez personalmente deberán informar a los padres biológicos y a la familia de origen sobre los alcances y efectos de la decisión por ellos manifestada, e indagar sobre los motivos por los cuales pretenden dar a su hijo en adopción. En esta tarea también actuará el equipo interdisciplinario en sus distintas áreas a fin de asesorar y contener debidamente a la familia.
                    Considero entonces que estas tres medidas contenidas en la legislación en análisis, son a mi modo de ver, las mas relevantes, ya que además se entrecruzan necesariamente haciendo que su efectividad  sea interdependiente. 
El registro de adoptantes: modificaciones impacto sobre la legislación anterior       

       Reseña de la legislación anterior
        La Ley 3495/98 creó el registro de adoptantes de la Provincia de Misiones ante el cual deben inscribirse todas las personas que deseen  adoptar un niño. Este registro funciona en el ámbito del poder Judicial, es un órgano administrativo de este Poder, porque así lo estableció la propia ley.  Luego el Poder Judicial por medio de distintas acordadas fue reglamentando el funcionamiento del mismo. La ley 4524, básicamente incorpora estas acordadas.
La Ley  Nro. 4524/09 Modifica los arts. 2, y 3de la Ley 3495/98  

Dcto. de promulgación Nro. 1913/09 de fecha 16/11/09. 

El nuevo art. 2º de la Ley: 

· elimina la palabra “emancipado”

· -establece que la inscripción es personal                  

· exige la residencia efectiva en la provincia y permanente           

· para los no residentes en la provincia crea una sección especial, quienes deberán acreditar estar previamente inscriptos en la jurisdicción donde residen.

· establece un plazo de caducidad de un año de la inscripción, la que puede ser renovada por un lapso similar de tiempo y en caso contrario se produce la baja en forma automática-

· se pueden volver a inscribir pero pierden la antigüedad.

El nuevo art. 3º de la Ley:

Antes el juez:

· debía seguir el orden de inscripción dando prioridad a los misioneros
· excepcionalmente y por resolución fundada a los de afuera

Ahora el juez:

· debe dar prioridad a los misioneros respetando el orden de inscripción

· puede entregar a los de afuera  por resolución fundada después de agotar la lista de misioneros 

· respetar en todos los casos el orden de inscripción 

Excepciones

· con carácter restrictivo ( es decir en la menor cantidad de casos) se puede apartar del orden de prelación, siempre valorando el interés superior del niño, y con intervención del equipo técnico y ministerio pupilar, cuando:

·   sean niños mayores de 4 años, o grupos de hermanos, o niños con capacidades diferentes, o estén institucionalizados y se les haya declarado el estado de adoptabilidad.

· Cuando la identidad cultural así lo consideres

· cuando sean requeridos por la familia biológica o, extensa o vínculo afín.      
 A mi criterio, lo que se prioriza es: 

· el orden de inscripción de la lista de misioneros;

· si no existen misioneros que puedan adoptar o deseen al niño, recién ahí se puede consultar la lista de extraprovinciales, y/o se puede saltear el ORDEN DE INSCRIPCION O DE LISTA y solo en los casos de excepción previstos, por resolución fundada, y valorando el interés superior del niño.  

Conclusiones:  Los beneficios de la ley que establece el proceso de guarda radican en que a partir de su sanción en todo el territorio provincial se unifica el tramite de la guarda preadoptiva, como también al disponer que el juez debe en forma previa y obligatoria requerir los dictámenes del equipo interdisciplinario, en varias oportunidades o estadios del proceso, garantizan para el futuro tanto al niño, a su familia de origen, a quienes desean brindar un hogar a un niño, y  a la sociedad, transparencia absoluta en el sistema y en el instituto de la adopción.

Las observaciones o críticas  radican en que deben asegurarse la creación de las infraestructruras necesarias en el poder judicial para cumplir con la norma, sobre todo considerando que todavía no existe un gabinete interdisciplinario para el fuero de familia exclusivamente. Además, considero de imposible cumplimiento los plazos establecidos en la norma para el proceso, ya que, a fin de resolver con premura la situación del niño, lo cual aparece como justo y razonable, se exige brevedad entre las audiencias en temas tan delicados como la entrega de u niño en adopción, a riesgo de poner bajo una presión innecesaria al grupo familiar.
En relación a la ley que modifica el registro de adoptantes, no estoy de acuerdo; compartiendo reiterados pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, en punto a la obligatoriedad que se le impone al juez de respetar el orden de inscripción en la lista, ya que lo que se espera de los jueces de  familia, sobre todo en el nuevo derecho, es que, frente a una madre en conflicto con su maternidad, o ante la niñez abandonada, hagamos todo lo que este a nuestro alcance para brindar UN HOGAR A UN NIÑO, y  no UN NIÑO a UN HOGAR ,  principio que se vulnera desde el momento en que se encuentra absolutamente anulado en su tarea de indagar y elegir, debiendo solo someterse a un orden de inscripción.
 Ley 4517/09 - 

Dcto de Promulgacion Nro. 1906/09

Resolución alternativa de conflictos -Mediación judicial y extrajudicial

Ley Nro. 4523/09

Dcto. De promulgación 1912/09

Procesos de adopción – Requisitos previos a la guarda con fines adoptivos – Declaración del estado de adoptabilidad.

   - Regula el proceso de otorgamiento de las guardas con fines de adopción.

· Unifica el trámite en todo el ámbito provincial.

· Establece mecanismos y herramientas que tienden a evitar la intermediación económica en las adopciones en la provincia. 

� “Con-sentmiento “ de los progenitores para que la adopción arribe (si arriba) a buen puerto. Consentimiento informado y adopción. Marisa Herrera. Revista de Derecho de Familia Nro. 27, año 2004, pág. 71.


� Higthon Elena I. y Wierza, Sandra M. “La relación médico paciente. El consentimiento informado”, LLoveras Nora, Nuevo régimen de la adopción, Ley 24.779.   


� Idem ensayo referenciado en (1) Revista de Derecho de Familia Nro. 27 pág. 78.  





